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I. INTRODUCCIÓN

I. «La utilización de la precariedad en el Derecho administrativo
supone a menudo un simple intento de evasión por parte de la Adminis-
tración de otros controles... es en el campo de la práctica administra-
tiva donde florece y prolifera..., llegándose a convertir la precariedad
en una cláusula de estilo introducida al amparo de la pretendida auto-
nomía negocia] y de las facultades discrecionales de la Administración,
como si en efecto los particulares pudieran oponerse simplemente al
desistir de tales negocios y no viniesen obligados, si es que desean
obtener determinados objetivos, a pasar por las horcas caudinas de la
Administración» (L). Con estas palabras iniciaba hace veinte años un
trabajo sobre este tema MARTÍN MATEO (2), trabajo que hoy día sigue
siendo un punto de referencia obligado.

(1) MARTÍN MATEO, La cláusula de precario en las concesiones de dominio pú-
blico, núm. 56 de esta REVISTA, 1968, págs. 93 y 94.

Sobre el tema de la precariedad en el Derecho administrativo pueden consultar-
se: en cuanto a su origen y concepto, me remito a Cirilo MARTÍN-RETORTILLO, en su
libro Algo sobre el precario administrativo municipal (Sevilla, 1956, fundamental-
mente págs. 17 a 82). En relación con los problemas que ocasiona la inclusión de
la cláusula con relación al servicio público telefónico, véase PÉREZ OLEA, Las conce-
siones de dominio público a título oneroso (núm. 56 de esta REVISTA, 1968, págs. 187
y ss.), y LEGUINA VILLA, Instalaciones de líneas eléctricas y precariedad administra-
tiva (núm. 68 de esta REVISTA, 1972, págs. 9 y ss.). También, la tesis de GONZÁLEZ
QUINZA, La instalación del servicio público telefónico, pendiente de lectura.

(2) Ramón MARTÍN MATEO, La cláusula de precario en las concesiones de dominio
público, núm. 56 de esta REVISTA, 1968, págs. 93 y ss.
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II. La aparición de tres recientes sentencias que abordan el tema
del precario, junto con los cambios operados en el sistema jurídico,
aconsejan la reconsideración de las ideas vertidas por este autor con
el objeto de analizar el grado de progreso en la materia, del que pre-
cisamente la purisprudencia nos puede dar una idea cabal por el
carácter fundamentalmente práctico de la figura.

II. CARACTERIZACIÓN DE LA CLÁUSULA DE PRECARIO EN LOS TÍTULOS
DE OCUPACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO

1. Apuntes de una teoría del precario administrativo

I. La institución del precario tiene su origen próximo en el Dere-
cho Civil —sin perjuicio de que pueda encontrarse algún antecedente
en instituciones de Derecho romano que hoy, aplicando nuestras ac-
tuales categorías, pudieran tener carácter público (3)—, en el que pese
a no recogerse de forma expresa en la legislación ha venido aplicán-
dose, bien como cobertura de una situación basada en la tolerancia
o la generosidad (4), o bien como remedio procesal para la recupera-
ción por el titular de la cosa que la ha cedido con la posibilidad de
recuperarla a voluntad, o simplemente tolera o soporta la posesión de un
tercero sin título (5). En todo caso, parece requisito necesario para
que estemos ante el precario la necesidad de ausencia de pago, renta
o merced, que permita crear una cierta apariencia de título para man-

(3) Me refiero a su aplicación al ager publicus, que ha estudiado Cirilo MARTÍN-
RETORTILLO {Algo sobre el precario administrativo municipal, 1956, págs. 17 a 25).
En todo caso, en relación con la trasposición del precario romano en la actualidad,
hemos de advertir que ésta sólo puede realizarse de una forma muy cuidadosa y
crítica. Con carácter general, tanto la concepción global del sistema como la distin-
ción entre lo público y lo privado no se corresponden con las ideas que actualmen-
te utilizamos. Incluso, a nivel concreto, dentro del precario en el Derecho romano
—al que Ulpiano define como «... quod precibus petendi utendum conceditur tamdiu
is qui concessit patitur» (Digesto 43, 26, 1 pr.)—, como ha resaltado PUIG BRUTAU
(Fundamentos de Derecho Civil, tomo II, vol. II, 1982, págs. 367 y 368), más que
una forma de comodato, es decir, de contrato, se trata de un desdoblamiento de la
posesión, en cuanto era el precarista quien podía esgrimir los interdictos posesorios,
y no el precario dans o propietario de la cosa, sin perjuicio de que este último es-
tuviera protegido frente al primero con interdicto especial restitutorio quod quis
commodasse dicetur.

No obstante, como dice este autor, es significativo que con la concepción amplia-
da que del precario tiene nuestro Tribunal Supremo, que abarca a la posesión con-
cedida —que es la que parece recogerse en el artículo 1750 del Código Civil (CC)—,
la posesión tolerada y la posesión sin título, haya cobrado un sentido procesal cer-
cano a su origen histórico y que tendría como finalidad la procedencia del ejercicio
de la vía de desahucio (op. cit., págs. 369 a 372): «La calificación de precario exten-
dida a este caso es una ficción impuesta en nuestro sistema procesal y que respon-
de a un fin plenamente justificado: el de obtener una actuación simplificada de la
acción reivindicatoría» (op. cit., pág. 372).

(4) Cirilo MARTÍM-RETORTILLO, Algo sobre el precario..., cit., págs. 27 y 28.
(5) Véase lo indicado en la nota número 3.
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tener un derecho la posesión, y que, por lo tanto, eliminaría su libre
revocabilidad (6).

Sin perjuicio de los problemas que en cuanto a titpificación ya
hemos mencionado, podemos concluir que el precario civil se caracte-
riza, primero, la gratuidad —en cuanto que el pago de precio, renta
o merced, en cuanto que tal pago nos ubicaría en un contrato de
comodato o de arrendamiento—, y, segundo, la libre revocabilidad, la
cual queda a discreción del dueño el tiempo de su ejercicio.

II. Ahora bien, como ha señalado la doctrina, tales notas difícil-
mente pueden ser predicables de una institución administrativa que
por definición y de forma permanentemente, debe estar inspirada en
el interés público (7), como se deduce de la posición que la Adminis-
tración asume en el Ordenamiento.

La posición de la Administración-sujeto dentro del Ordenamiento
jurídico-administrativo se encuentra articulada alrededor de dos gran-
des ideas: la sumisión a la legalidad (principio de legalidad) y la idea
de servicio de los intereses públicos (vicariedad).

No vamos a analizar —por razón de la amplitud de implicaciones
que tienen hoy en día— estos estudios, pero sí podemos establecer
algunas consecuencias de su existencia. El principio de legalidad de la
Administración (8), en la extensión que hoy tiene y que se proyecta

(6) MARÍN PÉREZ, «Artículo 1750», en Comentarios al Código Civil, tomo XXII,
vol 1.°, 1982, pág. 76.

(7) Cirilo MARTÍN-RETORTILLO, Algo sobre el precario..., cit., pág. 40.
(8) El principio de legalidad constituye uno de los elementos integrantes de la

cultura actual del Derecho administrativo. Su origen hay que situarlo en la creación
del Estado de Derecho por la doctrina alemana, que instrumentará lo que inicial-
mente era un instrumento de garantía política de la transferencia de la soberanía
en un importante mecanismo de control de la Administración.

El principio de legalidad expresa la posición de subordinación respecto de la ley,
pero esta posición puede entenderse de diversas formas, fundamentalmente recon-
ducible a las dos formulaciones clásicas: la doctrina de la vinculación negativa
(STHAL), que puede sintetizarse en quae non prohibita permissa intelliguntur, y la
doctrina de la vinculación positiva (MERKL) —quae nos permissa prohibita intelli-
guntur—. Mientras que la primera concibe a la legalidad tan sólo como un límite
de la acción del Estado, la segunda establece la necesidad de que toda actuación
de la Administración goce de una previa autorización por el Ordenamiento. (Por
todos, GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNANDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho administrati-
vo, vol. I, cit., págs. 365 a 370. También, VILLAR PALASÍ, Apuntes de Derecho admi-
nistrativo, tomo I, cit., págs. 132 y ss.)

Con posterioridad, las relaciones entre Administración y Ley se han ido recom-
poniendo con arreglo a las necesidades de cada tiempo.

Por un lado, la admisión de la colaboración de la Administración en la formación
del Ordenamiento, a través de las fuentes de origen administrativo con rango formal
de ley (Decretos-leyes y Decretos legislativos) o mediante el ejercicio de la potestad
reglamentaria. Pero, además, dentro del ámbito de la reserva de ley se ha ido
abriendo soterradamente la intervención de la actividad normadora de la Adminis-
tración, a través de la importante función de desarrollo reglamentario de los pre-
ceptos de la Ley o mediante técnicas de delegación que realiza esta última en favor
del legislador reglamentario.

Por su parte, el principio de legalidad ha experimentado un ensanchamiento en
su extensión, en cuanto legalidad equivale a Ordenamiento —el bloque de legalidad
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sobre la organización y competencia, el contenido, el procedimiento y
el fin (9), tiene una doble eficacia: por un lado, como legitimante del
ejercicio de la actividad de la Administración —en cuanto la misma se
recoge por una norma—, y por otro lado, limitativa, ya que sólo puede
actuar la Administración de la forma prevista y con el fin previsto por
la legislación (10).

El principio de vicariedad o de servicio de los intereses generales
es el otro concepto que explica la actuación de la Administración (11).
Representa la posición de subordinación, de servicio, y de gerencia de
intereses ajenos (12). Al igual que el principio de legalidad, la vica-

de HAURIOÜ—, y nada escapa a la previsión de la legalidad, regulándose incluso los
casos en que, por circunstancias excepcionales, e! funcionamiento del Ordenamiento
y de la sociedad deba alterarse para dar respuesta a estas circunstancias.

Sobre el principio de legalidad me remito, in toto, a D. JESCH, Ley y Adminis-
bien puede consultarse a GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de De-
tración. Estudio de la evolución del principio de legalidad, IEA, Madrid, 1978. Tam-
recho administrativo, vol. I, cit., págs. 365 y ss.

(9) Si observamos, estos tres aspectos coinciden con los requisitos que exige la
propia Ley de Procedimiento Administrativo en su artículo 40, que señala:

«1. Los actos administrativos se producirán por el órgano com-
petente mediante el procedimiento que, en su caso, estuviere esta-
blecido.

2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto en el
ordenamiento jurídico y será adecuado a los fines de aquello.»

Esta triple dimensión, competencia, contenido y fines, constituye un buen índice
de muestra para demostrar la especial posición de la Administración pública al
Derecho.

(10) En nuestro Ordenamiento vigente, el principio de sumisión a la ley de la
Administración se encuentra recogido en diferentes apartados. Aparte de la cláusu-
la de sumisión general al Ordenamiento de todos los operadores jurídicos, conte-
nida en el artículo 9.1 de nuestro Texto Fundamental —«Los ciudadanos y los po-
deres públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento»—, y que
se especifica en su párrafo 3, en donde se garantiza el principio de legalidad, je-
rarquía normativa o de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos,
respecto de la Administración se indica que ejerce su actividad «con sometimiento
pleno a la .ley y al Derecho». Este sometimiento, a efectos prácticos, se traduce
en la constitución de la legalidad —entendida como bloque, es decir, no reducida
al rango formal de Ley— como parámetro para el control jurisdiccional de su ac-
tuación («Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la
actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la jus-
tifican», art. 106.1 CE).

(11) Principio que con mayor profundidad ha estudiado VILLAR PALASÍ (Curso de
Derecho administrativo, tomo I, cit., págs. 61 y ss.).

(12) Esta idea de sumisión a los intereses generales, tanto como fuente de legi-
timación como criterio de limitación de la actuación del poder público, la podemos
encontrar en el Derecho público medieval y moderno. Así, NICOLINI —aunque quizá
sea discutible, como lo son todas las trasposiciones históricas— fundamenta en esta
gerencia de intereses generales el fundamento último de la potestad expropiatoria
—La proprielá, il principe e l'espropriazione per pubblica utilitá (Studi sulle dot-
trina giuridica intermedia), Giuffré, Milán, 1952, pág. 198—. El propio VILLAR PALASÍ
—Curso de Derecho administrativo, tomo I, págs. 63 y ss.— y ARIÑO —Derechos del
Rey, derechos del pueblo {Apuntes para la configuración histórica del principio de
materias reservadas), cit., págs. 48 y ss.— han detectado la utilización de esta idea
en épocas posteriores al siglo xix.

El principio de vicariedad queda vinculado al de legalidad a través de la idea

134



TRES SENTENCIAS SOBRE LA CLAUSULA DE PRECARIO EN DERECHO ADMINISTRATIVO

riedad administrativa desempeña una doble función, legitimadora en
cuanto justifica la intervención y actuación, y en segundo lugar, de
limitación de esa actividad en cuanto implica la incorporación de un
parámetro de enjuiciamiento como es la congruencia con los fines
que justifican la intervención de la Administración.

III. Con estos rasgos, es difícil trasponer el esquema civil del pre-
cario al ámbito de lo administrativo, sobre todo en lo que constituyen
los caracteres diferenciales del precario: una mera situación de hecho
o de tolerancia gratuita y la libre revocabilidad.

En relación con el primero de los elementos, el principio de lega-
lidad implica que la posibilidad de las utilidades otorgadas a precario
deberán estar previstas en la norma, y además deberá tener alguna
relevancia pública no incompatible con los fines principales que ins-
piren la actividad de la Administración, como correlato de ese carácter
de servicio que resume la posición vicarial. En consecuencia, y res-
pecto al segundo de los aspectos, la libre revocación goza de análogas
restricciones de limitación por la legalidad y congruencia con los inte-
reses públicos; ésta no podrá producirse sino en los supuestos en
que lo autoriza una norma y para los fines para los que fue prevista
la inclusión de esta cláusula. No puede hablarse de libre revocabilidad
respecto de un sujeto del que no puede predicarse una autonomía de

de la ley como expresión de la voluntad general, pero ello no implica su dilución
en aquél; vamos a encontrarnos en la utilización instrumental de técnicas que, por
un lado, van a permitir una progresión en las técnicas de intervención —fundamen-
talmente a través de conceptos políticos que sufren una progresiva juridificación,
como son las ideas de obra pública, servicio público, fomento, etc.— (VILLAR PALASÍ,
Curso de Derecho administrativo, vol. II, págs. 36 y 37), pero que, a su vez, van a
dar nacimiento a nuevas técnicas de control, o la aplicación del principio de pro-
porcionalidad.

Al igual que en el caso del principio de legalidad, la posición vicarial encuentra
un apoyo constitucional expreso. En primer lugar, la posición de sometimiento
pleno a la legalidad ya constituye un buen índice de este sometimiento, al igual
que la idea de servicio objetivo a los intereses generales que se manifiesta en el
artículo 103.1 de la Constitución, que, por otro lado, se constituyen en parámetro
de enjuiciamiento de la actividad administrativa, como reza el artículo 106.1. No
obstante, es preciso indicar que nuestro texto constitucional no reduce esta funcio-
nalización a términos tan genéricos como los indicados. Como hemos indicado, esta
funcionalización no se produce únicamente a nivel genérico, sino por sectores, y
con una finalidad de progreso social que se plasma en diversos artículos de la
Constitución.

Así, por ejemplo, el artículo 9.2 indica:
«Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para
que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que
se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que im-
pidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos
los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.»

Por su parte, la protección y promoción de los derechos fundamentales se erigen
en verdaderos límites y fines de la Administración, según indican los párrafos 1 y 3
del artículo 53 de la Constitución.
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la voluntad (13), al menos en el mismo sentido de la que se predica
en favor de los sujetos privados.

Las implicaciones de esta constatación superan, a mi juicio, el ám-
bito mismo del precario, en cuanto significa el debilitamiento de uno
de los presupuestos fundamentales del Derecho patrimonial mismo (14),
y nos pone en guardia frente a las importaciones indiscriminadas de
las instituciones y las construcciones elaboradas desde ámbitos dife-
rentes al del Derecho administrativo, a la vista de las peculiaridades
que impone la presencia de ese sujeto necesario que es la Adminis-
tración. Evidentemente no podemos abordar en este momento dicha
labor de replanteamiento —que a nuestro juicio es impdescindible (15)—,
por lo que vamos a concentrarnos en las consecuencias que pudiera
tener para la cláusula de precario respecto de títulos de legitimación del
uso de bienes de dominio público.

2. La cláusula de precario

I. Como queda indicado, algunos autores, conscientes de las par-
ticularidades del sujeto Administración y de las situaciones jurídicas
en las que participa o crea, han advertido ya de la imposibilidad de
la aplicación en bloque de la idea de precario civil al ámbito adminis-

(13) En contra de la idea de existencia de una auténtica voluntad se manifiesta
VILLAR PALAS! (Apuntes de Derecho administrativo, tomo II, págs. 20 y ss., y, en co-
laboración con VILLAR EZCURRA y FERNÁNDEZ GARCÍA, en Principios de Derecho admi-
nistrativo, tomo II, 1987, págs. 59 a 64).

(14) En cuanto a estos presupuestos, consúltese DÍEZ-PICAZO, Fundamentos de
Derecho Civil Patrimonial, vol. I, 1979, págs. 39 y ss. Como hemos indicado, la difi-
cultad de admitir la existencia de una autonomía de la voluntad tal y como se pre-
dica de las instituciones del Derecho civil impide la traslación del esquema en blo-
que del Derecho patrimonial civil, que, fundamentado en la idea de relación jurí-
dica, eleva a la categoría de presupuesto la realización del propio interés y la exis-
tencia misma de la relación, lo que implica, además, una cierta autonomía de la
voluntad como prius de la relación misma (DÍEZ-PICAZO, Fundamentos .., vol. I, cit.,
págs. 49 y ss. y 65 a 72). En el Derecho administrativo, la voluntad de la Adminis-
tración viene preconfigurada por la legalidad —sin perjuicio del ámbito de discre-
cionalidad que la misma norma le conceda— y polarizada al interés público, lo que
determina dos consecuencias importantísimas, que separan el Derecho administrati-
vo patrimonial del civil: 1.a) la especialidad de cada uno de los regímenes de las
relaciones patrimoniales —lo que provoca no sólo la proliferación normativa, de la
que la doctrina se ha ocupado con motivo de las exposiciones de estos fenómenos,
sino la aparición de verdaderos estatutos de estas relaciones, orientadas a finalida-
des concretas dentro del marco objetivo que significa el interés general—, regíme-
nes que en muchos casos desplazan en importancia a los elementos subjetivos de
la relación; 2.') el carácter normal del control de todos los aspectos de estas actua-
ciones de la Administración en estas relaciones, frente al carácter excepcional del
control de los actos no regulados en la norma que se produce en el Derecho civil,
y que constituye esa libertad que presupone el principio de autonomía.

(15) Tema al que dedicamos, por otro lado, el Curso de Doctorado que, dentro
del programa del Departamento de Derecho Administrativo, imparto sobre el tema:
«Derecho administrativo patrimonial».
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trativo (16), así como denunció la incorrecta jurisprudencia que sos-
tenía esta importación en bloque (17).

El análisis de las peculiaridades de la figura que estudiamos se
produce bien específicamente, de forma directa sobre la cláusula de
precario (18), o bien con ocasión del estudio de la reserva de revoca-
ción —dentro de las que la doctrina incluye esta previsión—, como
elemento del acto (19). Para nuestro comentario utilizaremos la infor-
mación que nos proporciona uno y otro tratamiento.

II. Los problemas empiezan con la terminología misma. Su sen-
tido no es claro —como tendremos la ocasión de analizar cuando
veamos los efectos—, ya que, como advirtiera GARCÍA-TREVIJANO:

«La palabra "precario" es una de las más desafortuna-
das del Derecho administrativo, porque nada tiene que ver
con el sentido civil. Precaristas somos todos frente a la
Administración, si por tal entendemos la inexistencia de
posiciones inexpugnables. Lo que sí podemos obtener es
una compensación. Por eso el vocablo debe suprimirse de
los textos que la utilizan, tanto legales como doctrina-
les» (20).

(16) Para MARTÍN MATEO, el rasgo diferencial del precario administrativo deviene
de los rasgos que caracterizan la posición de la Administración dentro del Ordena-
miento: la sumisión a la legalidad y el servicio de los intereses generales (La cláu-
sula de precario..., cit., pág. 103). Tales conceptos constituyen su fundamento y li-
mitación, «que viene en definitiva sometida a la Ley y obligada a cuidar del interés
público, por lo que la idea básica de interés público, que animará incluso situacio-
nes de mera tolerancia, constituye en la realidad un obstáculo casi insalvable para
que puedan crearse situaciones de precarios al civil por las Administraciones públi-
cas» ipp. cit., pág. 103). Esto tiene dos consecuencias: primera, la tipicidad de la
cláusula del precario, la cual podrá ser impuesta en los casos y con el alcance pre-
visto en la norma (véase, en este sentido, la crítica que realiza el autor a las senten-
cias de 27 de septiembre de 1965 y 19 de enero de 1967, en La cláusula de precario...,
cit., pág. 117); la segunda, que el mismo puede y debe atender a una concreta fina-
lidad: en el caso de concesión sobre el dominio público será la protección de la
afectación demanial (La cláusula de precario..., cit., pág. 120).

(17) En este sentido, véase MARTÍN MATEO, La cláusula de precario..., cit., pá-
ginas 116 y ss., y PÉREZ OLEA, Las concesiones de dominio público a título de preca-
rio, núm. 24 de esta REVISTA, 1957, págs. 187 y ss.

(18) Normalmente, en relación con títulos de aprovechamiento de bienes dema-
niales, véase bibliografía citada más arriba, además de los manuales que sobre el
dominio público se citan a continuación.

(19) En este sentido, y en relación con nuestro Derecho, véase fundamentalmen-
te GARCÍA-TREVIJANO (LOS actos administrativos, cit., págs. 175 y ss.) y el propio
MARTÍN MATEO (La cláusula de precario..., cit.). Ambas obras recogen una excelente
referencia a la caracterización doctrinal de este problema, aunque la primera res-
pecto de la teoría general del acto y la segunda buscando las señas de identidad
específicas cuando se incorporan a la concesión de dominio público.

Para un resumen de las posiciones relacionadas con la reserva de dispensación,
véase, además de la obra de GARCÍA-TREVIJANO, el libro de SALA ARQUER, La revoca-
ción..., cit., pág. 266.

(20) «Resumiendo nuestro punto de vista: las cláusulas de reserva de revocación
deben mirarse con suma cautela» (Los actos administrativos, 1986, pág. 181).
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La anterior afirmación de GARCÍA-TREVIJANO menciona implícita o
explícitamente los problemas fundamentales de esta figura, y que,
como tales, han llamado la atención de la doctrina: 1.° la posibilidad
misma de su inclusión en las relaciones teniendo en cuenta la especial
sumisión de la Administración a la ley; 2.° las condiciones de validez
de su ejercicio y en especial su control; 3." las consecuencias de su
ejercicio, concretamente en relación con la indemnizabilidad de los
daños que se ocasionen (21).

A) La posibilidad de su inclusión en los títulos jurídicos admi-
nistrativos.

I. La primera de las cuestiones que implica puede ser estudiada en
relación con dos cuestiones: la necesidad de que la cláusula esté pre-
vista en la norma, y el tipo de acto sobre el que puede operar.

En relación con el primer tema, la doctrina no muestra un cri-
terio único. Así, mientras que SALA ARQUER ha propugnado la nece-
sidad de que ésta esté expresamente prevista en la norma (22), GARCÍA-
TREVIJANO entiende que este requisito no es imprescindible, así que
podrá incluirse, en principio, y sin perjuicio de lo que más adelante
se dirá, siempre que una norma no lo prohiba expresamente (23),
mientras que VILLAR PALASÍ opina que la necesidad de precisión tan
sólo es necesaria cuando dicha cláusula implica la indemnidad para
la Administración (24) —no obstante, la posición de SALA ARQUER puede
aproximarse a ésta, debido a los efectos de eliminación de toda indem-
nización que este autor asocia a la inclusión de la cláusula de pre-
cario—. Para MARTÍN MATEO, la inclusión de la cláusula precarial será
posible cuando venga autorizada legalmente para ello o haga uso de
las facultades discrecionales de permitido ejercicio cuyo sentido apa-
rezca deducirse del acto concesional dirigido, en todo caso, a salvar
el fin primordial al que sirve el bien de dominio público (25). No obs-
tante, en cuanto a la posición de este último autor hay que resaltar
que, en congruencia con la perspectiva adoptada para el tratamiento
del tema, desde la concesión demanial de usos anómalos de bienes

(21) Sin embargo, y antes de proceder al estudio de tales cuestiones, debemos
hacer una salvedad: el presente estudio va a concentrarse en el significado de la
cláusula accesoria y no del precario como contrato o cesión de uso.

(22) SALA AROUER, La revocación de los actos administrativos en el Derecho es-
pañol, 1974, cit. Hay que advertir que este autor vincula la reserva de revocación
con la eliminación de la indemnización.

(23) Los actos administrativos, cit., pág. 179.
(24) «El caso específico de la revocación sin indemnización típico del Derecho

administrativo poco tiene que ver con el precario civil (quod praecibus aliquid con-
cedetur); no es justificado más que cuando la norma lo autoriza (...), pero no con
carácter general, pues vendría a legitimar una confiscación al arbitrio de la Admi-
nistración; sin que valga el argumento volenti non fit injuria, pues la situación fác-
tica puede ser compulsiva para el administrado» (Apuntes de Derecho administra-
tivo, tomo II, cit., pág. 73).

(25) La cláusula de precario..., cit., pág. 111.
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demaniales —o en terminología de PARADA VÁZQUEZ, de utilizaciones
privativas de bienes destinados al uso público (26)—, y al estar consi-
derada conectada la previsión precarial con la causa misma del negocio
concesional, está introduciendo una suerte de semitipicidad en función
del acto sobre el que recaiga, en función de que su causa implique esa
precariedad de efectos, que la separa de alguna forma, de las posicio-
nes que entienden que es innecesaria la previa habilitación legal (27).

Ante tal dispersión de opiniones únicamente podemos tratar de
deducir sobre las diversas tesis que maneja la doctrina. En un primer
paso podríamos sintetizar estas diferentes opiniones en las siguientes:

a) necesidad de norma que lo prevea expresamente, en todo caso, o
al menos, en aquellos supuestos en que la precariedad implique ausen-
cia de indemnización por la revocación del título;

b) necesidad de norma bien de forma expresa, bien de forma im-
plícita cuando la causa del negocio así lo admita;

c) innecesariedad de norma que expresamente lo prevea, y siempre
que una norma no lo prohiba.

En un segundo paso ya podemos extraer, al menos, un único punto
de acuerdo que podemos concretar en la siguiente afirmación: siempre
que lo prevea la norma expresamente, procede la cláusula de precario
y será válida, al igual que será improcedente cuando la ley lo prohiba
expresamente.

Pero es preciso dar un pasó más; el carácter fundamentalmente
práctico del precario obliga a admitir su aparición respecto de aquellos
títulos que por su carácter excepcional o temporal acarrean implíci-
tamente un ius variandi o revocandi, en atención a los fines fundamen-
tales a los que debe servir la cosa o la actividad respecto de la que
se establece el título (28). Queda una zona de penumbra respecto de

(26) PARADA VXZQUEZ, Derecho administrativo (Bienes Públicos y Urbanismo),
1988, págs. 75 y ss.

(27) Siguiendo el estudio de este autor, la cláusula de precario constituye una
reserva de revocación del titulo conforme al que se produce el uso del bien dema-
nial, «que determina la salvedad causal de que con tal acto se aborda un resultado
compatible por el momento con un determinado interés público prevalente, pero
ante la eventualidad de que éste pueda ser obstaculizado en el futuro, para su plena
efectividad se prevé la revocación del acto si el cambio de circunstancias produce
un desequilibrio entre los intereses en juego, con merma de aquellos que deben
ser los más destacadamente atendidos» (La cláusula de precario..., cit., pág. 100).

Sobre estas bases, esta cláusula se caracteriza por implicar una declaración de
voluntad —que la diferencia de las situaciones meramente tácticas toleradas—, con-
sistente en una reserva expresa de poderes y que implica una relación especial de
sujeción {La cláusula de precario..., cit., pág. 95). Y concluye respecto de la natura-
leza de esta cláusula que «... es desde la perspectiva de la causa del negocio jurí-
dico-administrativo como puede adecuadamente explicarse la figura del precario»
(op. cit., pág. 99).

(28) Dentro del Derecho francés, tanto el retrait, en la permission de voirie,
así como la afirmación de precarité o inopposabilité á l'administration propriétaire,
que se predica de las concesiones y que podrían considerarse como supuesto de re-
servas de revocación inherentes al título. Sobre estos títulos de ocupación en el
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aquellos supuestos no contemplados en los apartados anteriores, forma-
da por los casos en que ni se trate de supuestos ni expresa, ni implí-
citamente incluidos, ni estén expresamente excluidos, dentro del que
trataremos discernir a partir de las ideas que siguen (29).

II. Pero antes de abordar el tema respecto de los actos singula-
res sobre los que pueden recaer, debemos acometer lo que constituye
una dura comprobación respecto de la tesis partidaria de la tipicidad
de la cláusula de precario como es el de su relación previsión legal
e inclusión. En general, en este punto, la cláusula parece ser algo
externo al título mismo. En efecto, MARTÍN MATEO ha indicado que
«si la Administración omitiera incluir la cláusula de precario, pese a
venir obligada a ello, podría a lo más intentar la anulación del acto,
pero no apoyarse directamente en la norma para imponer las conse-
cuencias de la precariedad» (30), de donde colige que se trata de una
reserva expresa de poderes. GARCÍA-TREVIJANO establece que «existe
discrecionalidad para insertarla...» (31). Tales afirmaciones, al menos
en principio, parecen contradecir cuanto se acaba de indicar (32).

En efecto, si una norma prevé expresamente la debilidad de un
título frente a una decisión administrativa, ¿puede la falta de previsión
en el título enervar el poder de la Administración para revocar el
mismo? Aun en los casos que hemos calificado como previsión implí-
cita en función del título precisamente el interés implícito del título
mismo no parece hacer relevante su inclusión o no en el acto. Única-
mente podemos establecer tres hipótesis en las que la incorporación
de dicha cláusula puede ser discrecional: cuando así expresamente lo
prevea la norma, supuesto que no presenta violencia alguna a la tipi-
cidad de la cláusula; en segundo lugar, cuando su inclusión produzca
unos efectos especiales, fundamentalmente la reducción de la indem-
nización, lo que puede ser una subespecie de la anterior, y para aque-
llos casos, si es que esta hipótesis puede admitirse, en que no esté
previsto en norma alguna. Es este último caso el que presenta una

Derecho francés me remito, por todos, a LAUBADERE (Traite de Droit administratif,
tomo 2°. 1986, págs. 204 a 218) y DUFAU (Le domaine public, 1977, págs. 341 y ss.).

En Italia, la precariedad del que realiza un uso especial o privativo o excepcional
se entiende implícita al título (SANDULLI, Manuale di diritto amministrativo, 1982,
págs. 642 y 104, y GIUCCIARDI, // Demanio, 1934, págs. 338 y 354 a 359).

No obstante, no es necesario acudir al ejemplo del Derecho comparado para jus-
tificar esta solución: la vinculación de los títulos de utilización común especial en
el ámbito local a «la naturaleza del dominio, a los actos de su afectación y apertura
al uso público y a los preceptos de carácter general» (art. 77.1 del Reglamento de
Bienes de las Corporaciones Locales, de 13 de junio de 1986).

(29) En cuanto a la discusión sobre la posibilidad misma de esta zona de pe-
numbra, véanse las págs. 269 a 272 del libro de SALA ARQUER, La revocación..., clt.

(30) La cláusula de precario..., cit., pág. 94.
(31) Los actos administrativos, cit., pág. 180.
(32) Esta idea de no inherencia al título parece concordar con la idea de Lucí-

FREDI de tratar a esta cláusula como contenido accidental del acto (L'Atto amminis-
trativo nei suoi elementi accidentan, 1963, págs. 216 y ss.), posición que sigue en
nuestro país GARCÍA-TREVIJANO (LOS actos administrativos, cit., pág. 174).
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más problemática aceptación, sobre todo desde el punto de vista
del interés público y de la idea funcional a la que suelen responder
la totalidad de las instituciones administrativas. En gran medida si
aceptamos la posibilidad de la previsión implícita de la cláusula de
precario siempre que aparezca una debilidad en el acto que permita
la inclusión de la cláusula, existirá tal previsión (33).

III. Muy conectado con lo anterior es la determinación de qué títu-
los pueden ser objeto de esta cláusula. En principio, la doctrina parece
conforme con la vinculación de esta previsión con la discrecionalidad,
indicándose que no cabe cláusula de precario respecto de los actos
reglados (34). Para GARCÍA-TREVIJANO la imposición de esta cláusula se
refiere a los actos discrecionales en su contenido (35). La diferencia
apreciable entre las dos hipótesis nos coloca ante un problema cuya
resolución condiciona esta relación discrecionalidad y reserva de re-
vocación o precario, y que va a significar la necesidad de distinguir
dos hipótesis según aquella cualidad exigible para la admisión del
precario, se proyecte sobre su otorgamiento o sobre su contenido.

Esta cuestión presenta una complejidad tal que hace imposible su
tratamiento en profundidad en este momento, ya que alcanza al concep-
to mismo de discrecionalidad (36). No obstante, bástenos algunas ideas
para mostrar dicha complejidad y tratar de determinar las implica-
ciones que tienen respecto del problema que tratamos.

En primer lugar, no es posible establecer pacíficamente una rela-
ción de implicación entre precariedad y otorgamiento discrecional. En
este sentido téngase en cuenta que, pese a figurar la cláusula de pre-
cario como cláusula de estilo en las autorizaciones para el uso común
especial, el carácter del procedimiento de otorgamiento no tiene por
qué ser calificado como discrecional (37). En efecto, en nuestro dere-
cho podría mantenerse el carácter reglado de su otorgamiento, por

(33) La conclusión de las anteriores consideraciones parece apuntar a la inutili-
dad de la previsión de la cláusula de precario en los supuestos que, ya por previ-
sión expresa de la norma, ya por la naturaleza del título, en cuanto que la misma
añade nada o muy poco a lo que prevea aquélla, salvo que atribuya la opción de
su inclusión o no. Recuérdese lo que indicara GARCÍA-TREVIJANO al estudiar la reser-
va de revocación: «Pierde su fuerza y virtualidad cuando los actos sean ya por sí
mismos revocables (secundum norma)» (Los actos administrativos, cit., pág. 179).

(34) En este sentido. GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNANDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Dere-
cho administrativo, vol. I, 1978, pág. 448.

(35) Los actos administrativos, cit., págs. 179 y 180. La vinculación precariedad
y discrecionalidad parece provenir del Derecho italiano y de la correlación entre de-
recho debilitado (affivolito) y precario. La doctrina italiana, para justificar la cláusu-
la de precario, no concede al titular de la concesión o autorización un derecho a
mantener su posición frente a la Administración, sino que al poder ésta remover
el título cuando así lo exija el interés público sólo podemos estar ante un derecho
debilitado (SANDULLI, Manuale di diritto amministrativo, vol. 1.°, pág. 642, y vol. 2.°,
pág. 704), o un mero interés legítimo o expansión de la libertad (GIUCCIARDI, II de-
manió, págs. 338 y 354 a 359).

(36) GARCÍA-TREVIJANO, LOS actos administrativos, cit., pág. 179.
(37) Véase, al respecto, FUENTES BODELÓN, Derecho administrativo de los bienes,

1977, pág. 117, citando doctrina alemana.

141



AGUSTÍN E. DE ASÍS ROIG

un lado, dado el carácter mismo de su forma de uso, que al ser común
implica un derecho de uso mientras subsista el interés público sobre
el que se apoya, y al menos alguna doctrina así lo apoya cuando ese
uso esté reglamentado (38). Por otro lado, el hecho de que siempre
que no esté limitado el número de las autorizaciones, proceda la adju-
dicación directa de la licencia, así que como únicos condicionamientos
de la misma se establezcan en atención de conceptos jurídicos indeter-
minados tales como «la naturaleza del dominio a los actos de afecta-
ción y apertura al uso público y a los preceptos de carácter gene-
ral» parecen dotar de un sentido reglado a ese procedimiento (39).

Pero incluso respecto de los supuestos de discrecionalidad de la
Administración, la vinculación entre aquélla y la cláusula del precario
no queda comprobada, como puede desprenderse, por ejemplo, de
constituir un elemento reglado de la concesión demanial local, confor-
me se desprende de la cláusula 10.a del artículo 80 Rto. BCL:

«En toda concesión sobre bienes de dominio público se
fijarán las cláusulas con arreglo a las cuales se otorgare,
y sin perjuicio de las que se juzgaren más convenientes,
constarán las siguientes:

( - )
10.a Facultad de la Corporación de dejar sin efecto la

concesión antes del vencimiento, si lo justificaren las cir-
cunstancias sobrevenidas de interés público, mediante el
resarcimiento de los daños que se causaren, o sin él cuan-
do no procediere.»

Si bien es cierto que la fijación de las condiciones de la concesión
tienen carácter discrecional, tal cualidad no afecta a la inclusión de la
reserva de revocación.

A nuestro juicio, la distinción a la que se alude con este intento
de diferenciación se refiere más bien al objeto de reconocimiento. Cuan-
do éste es un derecho respecto del que la Administración sólo ejerce
una potestad de fiscalización, entonces lógicamente no parece proce-
dente la inclusión de una cláusula de precario, pero en otro caso cuan-
do la tutela de un interés público implique la subordinación de los
derechos o ventajas obtenidos por los particulares a intereses públicos
prevalentes, entonces es posible la precariedad para proteger a este
último.

IV. Todavía dentro de la consideración de los límites de la in-
clusión y relacionado con lo anterior, hay que tratar el análisis de los
títulos de utilización del dominio público que admiten la incorporación
de la cláusula de precario. En principio, la aplicación de esta cláusula

(38) GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho administrativo, vol. II, 1977, pág. 544,
nota 63.

(39) Artículo 77.1 Rto. BCL.
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parece estar limitada a aquéllos que legitiman el uso común especial
y los usos anómalos (40) o anormales (41), pero incluso en la actua-
lidad se admite con naturalidad su inclusión en las concesiones
como hemos podido comprobar respecto de la normativa local (42).
Para PARADA VÁZQUEZ (43) la indemnizabilidad o no del precario de-
viene de la naturaleza del título de ocupación del dominio público.
Este autor solamente trata el tema con ocasión del estudio del uso
privativo de bienes afectados al uso público —lo que normalmente se
conoce por uso anormal o anómalo—, distinguiendo entre las hipótesis
de estacionamientos, utilizaciones que suponen la variación física del
inmueble, en los que la revocación no es susceptible de indemniza-
ción (44), y ocupaciones, respecto a las que el particular sí tiene dere-
cho de indemnización en caso de revocación.

En otros ámbitos, la cláusula de precario parece estar vinculada a
la autorización de usos o actividades de carácter temporal o provisio-
nal tales como son los supuestos contenidos en el artículo 58.2 de la
Ley del Suelo (45).

B) El ejercicio de la facultad revocatoria y su control.

I. Poco hay escrito sobre el deber de ejercicio de la cláusula de
precario, por lo que deberemos atenernos a los principios generales
de ejercicio de la competencia (46). A este respecto GARCÍA-TREVIJANO
indica que por un lado es preciso el ejercicio expreso de la cláusula
y su ejercicio no es reglado (47).

(40) Nos parece que el término anómalo responde mejor a la idea de rendimien-
to marginal, no incluido dentro de la afectación principal, que el término anormal.

(41) La cláusula de precario..., cit., págs. 104 a 106.
(42) En este sentido puede consultarse la sentencia de la Sala 4.» TS de 8 de

julio de 1987 (Ponente: Francisco GONZÁLEZ NAVARRO; Aranzadi: 6870).
(43) Derecho administrativo (Bienes públicos y urbanismo), 1988, págs. 73 y ss.
(44) Op. cit., pág. 77.
(45) Ley de Suelo y Ordenación Urbana, de 9 de abril de 1978.
También en este ámbito el Tribunal entra a revisar la denegación de la licencia

«a precario» otorgada para realizar estas actividades. Véanse, en este sentido, las
sentencias de la Sala 4.* TS de 18 de noviembre de 1986 y de 17 de junio de 1987
(en ambas el Ponente fue Francisco GONZÁLEZ NAVARRO; Aranzadi: 902 y 6504, del
repertorio de 1987).

(46) Se plantea el espinoso tema del deber de actuación de la competencia, que
por no constituir tema principal de este comentario no abordamos. Unas acertadas
reflexiones sobre el tema pueden encontrarse en SALAS, «El tema de las competen-
cias: instrumentación de las relaciones entre el Estado y la Administración Local
desde la perspectiva de la descentralización territorial», en Descentralización admi-
nistrativa y organización política, tomo III, 1973, págs. 303 y ss.

(47) En palabras de este autor:
«No actúa automáticamente, sino que precisa un acto formal de

revocación. De aquí su superioridad sobre condiciones o términos,
ya que antes de dictarlo podrá y deberá la Administración replan-
tear la situación objetiva del momento para llevarlo a cabo, no ha-
cerlo o demorarlo... e) Una vez admitida y fijada, la Administración
"debe" actuarla, es decir, proceder a darle eficacia dictando el acto
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II. Por otro lado —y es lo que más nos interesa en este punto—
hay que determinar qué tipo de control puede realizarse sobre esta me-
dida. Superada una jurisprudencia inicial que se negaba a admitir la
posibilidad del control mismo, poco a poco se ha ido abriendo un pro-
gresivo control acorde con los fines propios de la cláusula (48), que se
constituyen en el parámetro fundamental de su enjuiciamiento (49).
Por último, conforme a lo que indica GARCÍA-TREVIJANO:

«No produce ninguna inversión de la carga de la prue-
ba. El acto revocatorio goza de la presunción de legalidad
y es el recurrente el que debe probar que no obedece a
criterios objetivos de interés público» (50).

Esto último no elude, evidentemente, el deber de motivar el acto
justificando la causa de la revocación.

C) Efectos del ejercicio de la cláusula de control.

I. El preguntarse por la eficacia del precario es en gran medida
preguntarse por las finalidades del mismo. El precario tiene en primer
lugar una finalidad de evitar la consolidación de derechos por la reser-
va de revocación que implica. Sin embargo, como hemos indicado, si
el precario trae su causa expresamente en la norma tendremos que
volver a preguntarnos qué añade esta cláusula al acto principal, sobre
todo cuando su inclusión y ejercicio parecen estar predeterminados
por el interés demanial al que sirven. Únicamente puede darse sen-
tido a la cláusula si su inclusión fuera discrecional, pero ya vimos las

revocatorio, pero por un deber de buena administración, ya que no
existe vía jurídica para hacerlo valer ante un Tribunal» (Los actos
administrativos, cit., pág. 179).

(48) Indica MARTÍN MATEO:

«Necesitará venir autorizada Icgalmente para ello o hacer uso de
facultades discrecionales de permitido ejercicio cuyo sentido aflore
inequívocamente en el contexto del acto concesional. Habrá, pues,
que investigar el fin práctico, el resultado concreto perseguido con
el negocio concesional e incorporado a su causa, más allá de la ais-
lada virtualidad de los términos utilizados. No bastará con afirmar
que una concesión se realiza a precario para obviar toda clase de
responsabilidades futuras de la Administración; será preciso que su
causa exija tal requisito y que otros términos de la concesión no
anulen o invaliden aquella declaración. Si el precario en la conce-
sión de dominio público tiene algún sentido, éste no puede ser otro
que el mantenimiento del fin primordial del bien y no de cualquier
interés público distinto o conveniencias administrativas ajenas» (Los
actos administrativos, cit., pág. 111).

(49) En este sentido, GARCÍA-TREVIJANO indica que «en cambio, si es fiscalizable
por desviación de poder el acto revocatorio dictado por el mecanismo de la reserva,
porque debe obedecer a razones objetivables y, por ende, controlables ad extra»
(Los actos administrativos, cit., pág. 180).

(50) Los actos administrativos, cit., pág. 180; SALA ARQUER, La revocación..., cit.
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dificultades que aquella idea ocasionaban y que parecían contradecir
el fundamento mismo del uso concedido (51). En otro caso, la inclu-
sión de la cláusula tendría unos efectos meramente nominales destina-
dos a dar certeza de la existencia de la reserva (52).

II. La cláusula de precario también va asociada a otro efecto fun-
damental: la limitación de la responsabilidad de la Administración por
los daños que ocasione su ejercicio cláusula. A estos efectos, la doc-
trina señala que la inclusión de esta previsión no tiene por qué impli-
car necesariamente la irresponsabilidad de la Administración. Así, por
ejemplo, VILLAR PALASÍ entiende que para que proceda la no indem-
nización de los daños por causa de la revocación es imprescindible
la interposición de una ley (53); sin embargo, para GARCÍA DE ENTERRÍA
y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ esta falta de indemnización estaría ligada a la
naturaleza del acto al que se incorpora, procediendo únicamente en los
casos en que aquél implique un uso temporal o de mera tolerancia.
En este punto, MARTÍN MATEO distingue entre dos tipos de precariedad:
1) la de primer grado, en la que la desaparición de la situación puede
implicar el deber de indemnizar los perjuicios, y 2) precariedad de se-
gundo grado, «cuyos efectos se prolongan hasta la eliminación de
cualquier pretensión indemnizatoria» (54). Sin embargo, no significa
una gran modificación respecto de la posición de GARCÍA DE ENTERRÍA,
al vincular la pertenencia a uno y otro supuesto, su carácter de verdadera
situación jurídica o de mera tolerancia (55).

Por último, debemos citar la posición de GARCÍA-TREVIJANO, que
en palabras del mismo autor podría sintetizarse de la siguiente forma:

«Es fiscalizable la inserción, que debe declararse anti-
jurídica, cuando se incluyan cláusulas de precario en
todo caso, es decir, que excluyan a priori toda indemni-
zación. En efecto, el derecho a ser indemnizado es una
cosa, y otra muy distinta el derecho a cobrar, porque se
puede tener derecho y no demostrar perjuicios. Por eso
no se puede incluir una cláusula que, de antemano, ex-
cluya el derecho. Es un problema de prueba» (56).

(51) Véase cuanto se dijo más arriba.
(52) Recuérdense las palabras de GARCÍA-TREVIJAXO, que hemos recogido en otra

parte de este trabajo: «Precaristas somos todos ante la Administración, si por tal
entendemos la inexistencia de posiciones inexpugnables» (Los actos administrativos,
cit., pág. 181).

(53) Apuntes de Derecho administrativo, tomo II, pág. 73.
(54) En general, todo el artículo (La cláusula de precario...), pero especialmente

pueden consultarse las conclusiones expuestas en las págs. 120 y 121.
Respecto de este problema en relación con las instalaciones telefónicas, véase la

bibliografía citada en nota anterior.
(55) Este parece ser el rasgo distintivo entre unas y otras (La cláusula de pre-

cario..., cit., págs. 120 y 121; en sentido análogo, GARCIA DE ENTERRÍA y FERNANDEZ
RODRÍGUEZ, Curso de Derecho administrativo, vol. I, pág. 448).

(56) Los actos administrativos, cit., pág. 179.
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Si quisiéramos extraer una línea conductora de las posiciones aquí
expuestas podríamos establecer las siguientes: 1) en ningún caso toda
cláusula de precario implica la eliminación de la indemnización (57);
2) la procedencia de tal indemnización depende de los derechos e inte-
reses afectados, y del grado de consolidación de las situaciones que se
originen con el acto otorgado a precario (58); 3) la previsión expresa
de la exclusión de indemnización parece ser suficiente para la elimi-
nación de aquélla, sin perjuicio que esta regla deba ser corregida esa
cláusula con los principios constitucionales vigentes en materia de ga-
rantía patrimonial fundamentalmente, que prohibe la confiscación de
bienes (59), o Principios Generales del Derecho, como el de enriqueci-
miento sin causa (60).

D) Líneas de caracterización de la cláusula de precario.

I. Esta dispersión de ideas hacen muy difícil de determinar una
teoría general del precario. Sin embargo, hemos de ensayar el aisla-
miento de alguno de los caracteres de esta institución, al menos a
los meros efectos de nuestro comentario.

Siguiendo el esquema utilizado en la exposición, el primer problema
que nos encontramos es la posibilidad de la inclusión misma, la cual
hemos vinculado a la necesidad de existencia de una habilitación ex-
plícita o implícita al título a nivel legal. Su inclusión, aunque califica-
da generalmente como discrecional en el título, entendemos que
desempeña un papel más de elemento de certeza que innovativo del
título —lo que pone en tela de juicio su carácter accesorio—, y que
no procede respecto de aquellos actos en que una norma los prohibe
expresamente o títulos que implican el reconocimiento reglado de
un derecho.

II. Su ejercicio tiene que ser expreso y es discrecional sin per-
juicio de las potestades de control reconocidas en favor de la Jurisdic-
ción contencioso-administrativa, dentro del que cobra un especial sig-
nificado el realizado en congruencia de sus fines.

(57) En contra se manifiesta, como se recordará, SALA AROUER, que entiende que
la esencia de la cláusula consiste en evitar el deber de indemnización. Véase supra.

(58) Recuérdense las afirmaciones recogidas de PARADA VÁZQUEZ al poner en re-
lación título de uso y forma de uso e indemnización (Derecho administrativo, cit.,
págs. 81 y ss.).

(59) Como puede argumentarse sobre la tesis de VILLAR PALASÍ, enunciada en otra
época, en la que la efectiva garantía patrimonial aparecía enunciada en un texto
con rango legal simplemente.

(60) Tal puede ser la causa de que, en supuestos de mal llamados precarios des-
provistos de indemnización, se permita al precarista, una vez revocado el título, re-
tirar los materiales empleados en las instalaciones provisionales para evitar así una
situación de enriquecimiento injusto en favor de la Administración (véase, por ejem-
plo, lo dispuesto en el artículo 37 del Real Decreto-ley de 19 de enero de 1928. por
el que se aprueba la Ley de Puertos).
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III. Por último, en cuanto a sus efectos implica un debilitamiento
del derecho del usuario del bien. En relación con la indemnización o
no de la revocación o variación habrá que estar a la regularidad del

^ejercicio de la cláusula, y las situaciones que estén afectadas, sin per-
juicio de las disposiciones que limiten o excluyan la responsabilidad
de las Administraciones, interpretadas éstas dentro del contexto cons-
titucional vigente en materia de garantía patrimonial. En definitiva
será el enjuiciamiento concreto de cada situación el que establecerá la
procedencia o no de la indemnización.

III. LAS SENTENCIAS DE 21 DE MAYO Y 3 Y 5 DE JUNIO DE 1987

I. Tres recientes sentencias dictadas en el año 1987 parecen lle-
varnos a conclusiones semejantes a las establecidas en este estudio.

A) Control de la potestad de inclusión de la cláusula de precario
en los títulos legitimadores de la utilización de los bienes
de dominio público

I. En concreto, la sentencia de la Sala 4.a del Tribunal Supremo
de 3 de junio de 1987 (61), en la que se impugna la inclusión de una
cláusula de precario en una licencia de ocupación de dominio público
por un Centro de Transformación, «Auteberría», se ocupa tanto de la
legalidad de la inclusión de la cláusula como de la posibilidad del
control de su ejercicio.

En la misma se recoge expresamente en su fundamento jurídico
segundo la argumentación de una anterior de la misma Sala de 29
de octubre de 1979 (62):

«...la legalidad de esta clase de cláusulas, tradicional-
mente impuesta por la Administración en defensa de la
titularidad y afectación de dichos bienes de dominio y
uso público, ha dado lugar a una problemática doctrinal
en la que ha triunfado como criterio dominante el de que
la Administración carece de facultades para atribuirse por

(61) Ponente: Mariano DE ORO PULIDO Y LÓPEZ; Aranzadi: 5918.
(62) Ponente: Eugenio DÍAZ-EIMIL; Aranzadi: 3545. Los hechos de esta sentencia

coinciden sustancialmente con los que se discuten en la sentencia de 3 de junio
de 1987; son los siguientes: la Comisión Municipal Permanente del Ayuntamiento de
Granada otorgó a la Compañía Sevillana de Electricidad, S. A., licencia en precario
para la construcción de un centro de transformación de energía eléctrica denomi-
nado «Paseo de los Basilios» y el tendido de cable eléctrico subterráneo de alta
tensión para su alimentación, reservándose la Corporación la facultad de revocar
la licencia sin que la interesada tuviera derecho a indemnización. Interpuesto el
recurso contra la inclusión de tal cláusula, la Audiencia lo estima revocando el acto.
y el TS, en apelación, revoca la sentencia confirmando el acto.
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medio de dichas cláusulas el poder ilimitado de revocar
a su libre voluntad y sin compensación indemnizatoria el
uso otorgado y, en su consecuencia, que tales cláusulas
no aseguran la absoluta inmunidad de la Administración
para eliminar la situación jurídica sobre la que parece
gravitar el precario administrativo, por la mera intro-
ducción de este término, sino la licitud de la revocación
o modificación o reconversión del uso conferido exige
de estas facultades vengan legalmente autorizadas de
acuerdo con el sentido, finalidad y contexto de la conce-
sión o autorización otorgada, y por tanto, para determinar
la validez y eficacia de las facultades revocatorias o mo-
dificativas que la Administración se autoconceda por la
cláusula de precario será preciso investigar el fin concre-
to del acto concesional o autorizante del uso y examinar
las razones de oportunidad en que se apoye dicha revoca-
ción o modificación, así como los planes o proyectos en
cuya realización se ejercitan, determinando si este ejer-
cicio responde plenamente a la protección y salvaguarda
del primordial destino del bien de dominio público sobre
el que recae el uso anormal conferido... de la doctrina
expuesta, si bien pone de relieve que en principio care-
cen de validez aquellas cláusulas de precario que confie-
ren a la Administración un poder de revocación sólo
dependiente de su libre voluntad, también evidencia que
es prematuro pronunciarse sobre los efectos indemniza-
torios de una posible revocación mientras ésta no se ejer-
cite de manera real y presente, pues solamente cuando
la Administración lo haga o la intente hacer efectiva es
cuando se conocerán todas aquellas circunstancias y con-
diciones de ejercicio» (63).

II. En muy parecidos términos se había manifestado otra —también
mencionada en el fallo que comentamos— de la misma Sala y Ponente,
y de fecha 23 abril 1980, en este caso relativa a la instalación de unos
postes de teléfonos en la carretera provincial de Lobera a Entrimo (64).

(63) La doctrina recogida en el fundamento jurídico segundo de la sentencia
de 3 de junio de 1987 resume ios fundamentos jurídicos segundo y tercero de la de
29 de septiembre de 1979. La inspiración doctrinal de esta última sentencia es clara,
sobre todo si consideramos la siguiente referencia: «... todas estas ideas dan lugar
a que sea preciso distinguir entre una precariedad de primer grado que lleva apa
rejada indemnización y otra de segundo grado que no comporta indemnización...»
(Considerando 2° de la sentencia de 29 de septiembre).

(64) Ponente: Eugenio DÍAZ-EIMIL; Aranzadi: 2719. Los hechos establecidos por
la sentencia son los siguientes: a solicitud de la CTNE, la Diputación Provincial de
Orense concede autorización para instalar cuatro postes en la zona de influencia de
la carretera de Lobera a Entrimo, en la que se incluye una cláusula de precario.
La CTNE recurre contra la inclusión de la cláusula, resolviendo la Sala de La Co-
ruña la inadmisibilidad del recurso. Promovida la apelación, la sentencia estima en
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También en este caso la inspiración doctrinal parece clara. Tras ana-
lizar las causas de inadmisión apreciadas por la Sala de instancia, se
indica que en

«... la doctrina general de las llamadas cláusulas de pre-
cario administrativo se ha venido sosteniendo el criterio
de que la Administración carece de facultades para atri-
buirse por medio de dichas cláusulas el poder arbitra-
rio de revocar o modificar a su libre voluntad y sin com-
pensación indemnizatoria el uso anormal concedido o
autorizado y que, en su consecuencia, tales cláusulas no
aseguran la absoluta inmunidad de la Administración para
eliminar la situación jurídica sobre la que se hace proyec-
tar el precario administrativo, por la mera introducción
de este término, sino que la'licitud de la revocación, mo-
dificación o reconversión del uso conferido exige de estas
facultades vengan autorizadas por normas de derecho po-
sitivo que constituyan el estatuto legal de la concesión
o autorización otorgada y, con fundamento en tales ideas,
se ha venido haciendo una aplicación poco matizada de
las mismas, que debido a una deficiente elaboración doc-
trinal entendía que dichas cláusulas son nulas y que pro-
cede declarar su nulidad de una manera abstracta y en
fase de constitución de la relación jurídica de concesión
o autorización, sin necesidad de esperar a que la Adminis-
tración ejercite de forma concreta y actual esa facultad
de revocación o modificación a que se refiere la cláusula
impuesta y ello supone determinar a priori los efectos
y consecuencias de una posible futura revocación o mo-
dificación del uso conferido, antes de que ésta se pro-
duzca, olvidándose con ello que para resolver la validez
y la eficacia de estas facultades revocatorias o modifica-
tivas de la Administración es imprescindible investigar el
fin concreto del acto concesional o autorizante del uso y
examinar las razones de oportunidad en que se apoye
dicha revocación o modificación, así como los planes o
proyectos en cuya realización se efectúan, determinando
si este ejercicio responde plenamente a la protección y
salvaguarda del primordial destino del bien de dominio
público... y dilucidando a efectos indemnizatorios cuáles
son las circunstancias de estabilidad o interinidad del uso
y las condiciones de alteración de la causa originaria de
esta situación jurídica de uso que acompañan a la acción

parte el recurso, pero confirma los acuerdos de la Diputación, sin perjuicio de la
impugnación por parte de la recurrente de los actos de variación respecto de la
instalación.
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revocatoria o modificativa, siempre enjuiciable con cone-
xión con la teoría general del negocio jurídico» (65).

Estos razonamientos apuntan a consagrar las limitaciones estable-
cidas por la doctrina a la que nos hemos referido y en la que la regu-
laridad del ejercicio de la cláusula de precario está condicionada a la
adecuación con ley y en la congruencia con los fines en consideración
con los cuales se establece el título de precario.

III. Sin embargo, y a pesar de tan amplia referencia a esta doc-
trina, el problema que se resuelve en estas sentencias no es el del con-
trol del ejercicio de la cláusula, sino el de la legalidad de su inclusión
sin que esté expresamente prevista; es la potestad de la Administración
para introducir la cláusula de precario en los títulos que legitiman el
uso anómalo de los bienes de dominio público. Y como puede despren-
derse de las referencias realizadas con anterioridad, los Tribunales con-
firman la legalidad de estas cláusulas, basándose en esa legalidad im-
plícita al título concesión de uso anormal y en la existencia de un
control a posteriori por parte de los propios órganos judiciales, que
serán los encargados de analizar la congruencia de su ejercicio con
los fines propios de esta institución.

Esto se deriva de los propios términos de las sentencias de 29
de octubre de 1979 y 3 de junio de 1987, cuando indican que «...de
la doctrina expuesta, si bien pone de relieve que en principio carecen
de validez aquellas cláusulas de precario que confieren a la Adminis-
tración un poder de revocación sólo dependiente de su libre voluntad,
también evidencia que es prematuro pronunciarse sobre los efectos
indemnizatorios de una posible revocación mientras ésta no se ejercite
de manera real y presente, pues solamente cuando la Administración
lo haga o la intente hacer efectiva es cuando se conocerán todas aque-
llas circunstancias y condiciones de ejercicio». Pero esta idea se refleja
de forma más evidente en el Considerando 4.° del Tribunal Supremo de
la sentencia de 23 de abril de 1980, cuando, frente al argumento de la
representación de la recurrente de la incompatibilidad de la cláusula
de precario con la idea de concesión reflejada incluso, en una abun-
dante jurisprudencia anterior, en cuanto que aquéllas «... centran su
razonamiento en el concepto de arbitrariedad de la variación de insta-
laciones que califica de servidumbres legales y en el carácter gratuito
que a éstas concede la Base 6.a del contrato de la Compañía Telefónica
con el Estado..., y en el caso presente no puede decirse que la Admi-
nistración se autoconceda de manera arbitraria el derecho a modificar
el emplazamiento de las instalaciones telefónicas a que se refiere su
autorización en cuanto que la condición impuesta viene expresamente
referida y limitada a circunstancias de interés público en atención al
cual tiene la indiscutible facultad de revocación o modificación, ni

(65) Considerando 3." de la sentencia de 23 de abril de 1980.
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tampoco puede afirmarse por anticipado, según las razones más arriba
expuestas, si procede o no indemnizar en su caso a la Telefónica de
los gastos que dicha posible variación pueda originar».

En definitiva, no es misión de la jurisdicción el resolver agravios
futuros. Habrá, pues, que esperar a que se produzca la revocación del
título para establecer tanto al legalidad como la procedencia de su
ejercicio.

B) El control jurisdiccional sobre el ejercicio
de la cláusula de precario

I. En este punto debemos considerar que la apreciación de la ne-
cesidad de su ejercicio, que implica la valoración de la incidencia del
uso concedido y los fines a que sirve el bien de dominio público, im-
plica una gran dosis de discrecionalidad que debe reducir la eficacia
del control judicial sobre la misma. Tal dificultad se manifiesta en la
segunda de las sentencias que vamos a analizar.

Se trata del fallo de la Sala 4.a del Tribunal Supremo de 5 de junio
de 1987 (66). En esta sentencia se analiza la naturaleza del título de
ocupación de por parte del recurrente del bien de dominio público
para la instalación de un quiosco-bar en Benidorm (67), y confirma la

(66) Ponente: GUTIÉRREZ DE JUANA; Aranzadi: 6094. Los hechos enjuiciados por la
sentencia se resumen en el Considerando 2." de los de la Sala de instancia, admi-
tidos por el Tribunal aá quem, en los siguientes términos:

«... don Vicente L. S. solicitó y obtuvo del Ayuntamiento de Be-
nidorm, en 2 de marzo de 1966, licencia o autorización para instalar
un quiosco para expender bebidas, en el parque de Elche de la in-
dicada población, habiendo obtenido poco después licencia para
obras menores a fin de instalar aquél, y en años sucesivos, otras li-
cencias para adecuar la acera, revocar paredes, etc., satisfaciendo
la tasa de ocupación de la vía pública, desde 50.000 pesetas en el
año 1969 a 1.650.000 pesetas en 1983, habiéndose concedido la licen-
cia de instalación, con carácter de precario, desmontable, salvo el
derecho de propiedad y sin perjuicio de tercero; en 28 de septiem-
bre de 1983, el Ayuntamiento acuerda la retirada de los quioscos,
facultando al Alcalde para la ejecución de lo acordado, y éste, en
23 de noviembre de dicho año, adoptando el acuerdo de requerir
al interesado para que hasta fin de dicho año retirara el quiosco-
bar, al estar ocupando terreno de dominio público, a lo que se
opuso el interesado alegando que en su día sí obtuvo la licencia
de ocupación, satisfaciendo los impuestos correspondientes...».

(67) Concluye la sentencia que se trata de un uso privativo, ya que «excluye
la posibilidad de utilización por los demás, y como precisa la sentencia del Tribunal
Supremo de 6 de julio de 1981, tanto si se trata de uso especial como privativo es
necesaria la concurrencia de la concesión administrativa..., lo que no concurre en
el presente caso, y conforme a la tesis sustentada por la indicada sentencia, ni la
mera tolerancia, ni la situación de precario, ni la percepción de tasas pueden sus-
tituir el acto administrativo autorizante, ni la continuidad del precario, que depen-
de de la mera voluntad de la Administración, por lo que es evidente que el Alcal-
de... pudo... proceder al desahucio administrativo» (Considerando 2." de la senten-
cia apelada).
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procedencia de la revocación y el desahucio sin derecho a indemni-
zación alguna, toda vez que «...el artículo 113.2 del Reglamento de
Bienes establece cómo el titular del contrato de precario y el mero
ocupante carecen de derecho de indemnización por extinción de su
posesión...», sin que pueda tomarse en consideración la argumentación
del recurrente, en cuanto que primero el carácter precario consta en
la licencia, y segundo los dieciocho años en los que ejerció la activi-
dad material (68). La sentencia no cuestiona la regularidad del ejer-
cicio de la cláusula de precario, simplemente la confirma, por cono-
cerla el recurrente y por el tiempo de que disfrutó de la concesión (69).
¿Significa ello que en este caso no es necesario enjuiciar la proceden-
cia del ejercicio de esta reserva, una vez que sea suficientemente cono-
cida por el solicitante?

Pero también excluye la indemnización porque la legislación apli-
cable parece permitir tal posibilidad, pero también teniendo en cuen-
ta el tiempo transcurrido. ¿Tendrá esto algo que ver con las inversio-
nes que tuvo que realizar el recurrente para acondicionar la instala-
ción del quiosco? Si fuera así la Sala habría juzgado la procedencia de
la indemnización más allá, incluso, del mandato normativo.

II. La sentencia de 21 de mayo de 1987 (70), en la que se enjuicia
la impugnación del acuerdo de la Comisión de Gobierno de Madrid
de 24 de junio de 1970, por la que se acordó la revocación de la auto-
rización a título de precario, para llevar a cabo los trabajos de eleva-
ción de la tensión de una línea eléctrica sobre terrenos destinados
a una Colonia Escolar.

En esta sentencia se establecen como puntos de partida del fallo
los siguientes hechos (71):

a) Los trabajos fueron «...autorizados a título de precario y con
la obligación por parte de dicha sociedad de modificar el trazado de
la misma cuando por conveniencia del normal desarrollo de las acti-
vidades escolares sea requerida para ello por el Ayuntamiento».

b) «El Centro Escolar a que se hace referencia es el Internado
municipal femenino "Palacio Valdés", que no tiene área acotada para

(68) Considerando 3.° de la sentencia apelada.
(69) La presente sentencia se plantea dos problemas: 1) el título administrativo

al que corresponde la autorización de la instalación del quiosco en la vía pública,
y 2) el carácter indemnizable de la revocación del título. En relación con el primero
de los temas indica que la normativa local determina que el título para la ocupación
de bienes de dominio público con carácter privativo, como es la instalación de un
quiosco, la figura procedente es la concesión, y que la mera tolerancia ni la exac-
ción de tasas es suficiente para sustituir el acto autorizante. Pero la revocación no
implica indemnización porque, además de preverlo así el Reglamento de Bienes, el
interesado conocía este carácter desde el contenido de la propia licencia y, en se-
gundo lugar, por cuanto había gozado de ese título durante dieciocho años.

(70) Sala 4.a del Tribunal Supremo; Ponente: Francisco GONZÁLEZ NAVARRO; Aran-
zadi: 5832.

(71) Fundamento jurídico segundo.
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las actividades recreativas de las niñas, si bien, aproximadamente, uti-
lizan con mayor asiduidad las tres hectáreas más inmediatas a los
edificios escolares.»

c) «El edificio principal dista de 720 metros de la línea eléctrica,
y la Casita, 395 metros.»

Establecido así el supuesto de hecho la Sala pasa a valorar los inte-
reses en conflicto, el del interés prevalente del uso escolar, y que es
causa de la reserva de revocación que implica el precario, y el propio
de la línea eléctrica, estableciendo la improcedencia del ejercicio de
la cláusula prevista en la autorización al existir medios más adecua-
dos —y posiblemente menos onerosos— que la eliminación de la línea.
En esta línea de razonamiento indica la sentencia que si bien la auto-
rización

«... se otorga en precario, la Administración se autolimita
en el ejercicio de la potestad revocatoria, la cual habrá
de ejercitarse... "cuando [ello venga exigido] por conve-
niencia del normal desarrollo de las actividades escolares".
Y es el caso que de ninguna manera se ha justificado —ni
intentado siquiera— demostrar que el normal desarrollo
de esas actividades impone tan drástica medida. Siendo
de notar que no parece prudente que el área de recreo de
las niñas —y más concretamente de las menores— carezca
de acotado alguno. Porque si las distancias de 395 metros
y 720 metros —antes indicadas— que median entre la línea
y los edificios señalados es suficiente, a la primera vista,
para hacer improbable de las niñas en sus esparcimien-
tos recreativos a la línea eléctrica, es lo cierto que una
alteración del trazado no garantiza la no comisión de
alguna imprudencia. Lo que prueba que el mecanismo ade-
cuado para evitar cualquier accidente no hay que buscarlo
en aquella alteración, sino en el levantamiento necesario
acotado escolar para las actividades recreativas o de otra
índole que deban realizar los alumnos. Por todo lo cual se
demuestra la inconveniencia y falta de apoyo jurídico de
la resolución municipal revocativa de la autorización y la
consiguiente corrección de la sentencia impugnada» (72).

Se trata de un control de la discrecionalidad no ya por los fines,
sino en su contenido; a través del principio de proporcionalidad se
han valorado los intereses implicados, que el ejercicio de la revocación
es desproporcionada en cuanto existen fórmulas menos lesivas para
los intereses mencionados y que cumplen con mayor eficacia la pro-
tección de la actividad que condiciona la precariedad del título.

(72) Fundamento jurídico tercero.
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IV. COMENTARIO

I. Sin perjuicio del carácter limitado de las cuestiones plantea-
das por las sentencias traídas a colación en el presente comentario
—que en modo alguno agotan la complicada fenomenología del preca-
rio (73)—, no es menos cierto que lo configuran con unos perfiles pro-
pios y específicos que permiten un breve comentario en forma de con-
clusión.

II. En primer término, hay que concluir que el Tribunal Supremo
no parece exigir una previsión expresa para que la Administración
pueda introducir la cláusula que estudiamos. No obstante, esta falta
de exigencia no significa la pérdida de vigencia de la postura que pro-
pugna la previsión legal de la misma. Como hemos visto, la configu-
ración misma de los actos respecto de los que se ha establecido la
cláusula de precario permiten encontrar esa cobertura implícita de la
que hemos hablado más arriba, sin perjuicio de que en el momento de
ejercicio ésta pueda ser enjuiciada por el Tribunal para garantizar la
congruencia de este precario con los fines a los que sirve. Por ello,
y por otro lado, la regularidad de su ejercicio se fijará, en definitiva,
caso por caso, para cada circunstancia, por la valoración de los inte-
reses en juego —tanto los que representan la actividad autorizada como
los propios del dominio público, como hace la sentencia de 21 de mayo
de 1987—, y de la congruencia con los fines a los que sirve la cláusula
que estudiamos.

III. Sin embargo, el Tribunal Supremo sí parece dispuesto a en-
trar a juzgar sobre la corrección o no del ejercicio de esta cláusula.
La sentencia de 21 de mayo de 1987 entra a conocer sobre el fondo
del asunto, apreciando los intereses en juego y midiendo el efecto de
la revocación, lo que le lleva a considerar como inadecuado uso al ha-
ber otras formas más eficaces y menos lesivas con los intereses en
juego. No es el traslado de la línea lo que va a conseguir una más
completa protección de las escolares frente a los riesgos que podría
originar la instalación. Existen medios más eficaces y menos lesivos
para el precarista que el ejercicio de la cláusula.

(73) No vamos a ocuparnos del problema de la indemnizabilidad del precario,
puesto que la sentencia de 3 de junio de 1987 y las de 29 de octubre de 1979 y 23 de
abril de 1980 difieren el tratamiento de la cuestión al momento en que efectivamente
se ejerciten las cláusulas revocatorias, como tampoco lo hace la de 21 de mayo
de 1987.

Solamente, de las que hemos traído a colación, la de 5 de junio de 1987 se ocupa
del tema, basando la negativa a la indemnización en el texto de la ley (art. 113 del
Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales), y por el tiempo en que man-
tuvo el uso del bien, sin que nos quede muy claro cuál de las dos circunstancias
—si el mandato legal expreso o la amortización de los gastos sobre los rendimien-
tos obtenidos durante estos dieciocho años— ha sido el criterio determinante para
este pronunciamiento.
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IV. Una última reflexión debe estar dedicada forzosamente a la
disparidad que parece apreciarse entre las sentencias de 5 de junio
de 1987 y la de 21 de mayo de 1987. ¿Cuál es la razón de que en un caso
se entre a valorar el conflicto y se resuelva y en el otro no se haga
manifestación expresa del enjuiciamiento? A nuestro juicio, la razón
podría estar en la falta de planteamiento por las partes. Mientras
que en la sentencia de 5 de junio parece ser la cuestión de fondo la
indemnización por la revocación de la licencia otorgada en precario,
y no la conveniencia de su ejercicio, en el segundo, esta última cuestión
es la principal, a la par de que se aportan datos de la compatibilidad de
los usos o, cuando menos, de la ausencia de incompatibilidad.

De esta hipótesis podemos sacar una importante consecuencia de
orden práctico: en caso de ejercicio de la acción revocatoria del pre-
cario corresponde a la Administración justificar su ejercicio —que irá
ligado al interés público, cuya protección se pretende mediante la in-
clusión de esta salvaguarda—, y al autorizado la carga de demostrar
la compatibilidad de los intereses si es que pretende el mantenimiento
del título de utilización del bien demanial, confirmando la fuerza eje-
cutiva que atribuyera a la revocación GARCÍA-TREVIJANO.

Agustín E. DE Asís ROIG
Profesor Titular Interino de Derecho Administrativo (UCM)

155




	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 116 Mayo-Agosto 1988
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	E. García de Enterría. Las Leyes del artículo 150.2 de la Constitución como instrumento de ampliación del ámbito competencial autonómico
	S. Martín-Retortillo. Las nuevas perspectivas de la Administración económica
	E. García-Trevijano Garnica. La licencia de obras en los contratos administrativos
	J. de la Cruz Ferrer. Sobre el control de la discrecionalidad en la potestad reglamentaria

	JURISPRUDENCIA 
	Comentarios monográficos
	A. Embid Irujo. Los principios de la jurisprudencia ordinaria sobre la enseñanza tras la Sentencia del Tribunal Constitucional sobre la LODE
	A. E. de Asís Roig. Tres sentencias sobre la cláusula de precario en Derecho administrativo
	J. M.ª Fernández Pastrana. Régimen jurídico de las especialidades médicas
	T. Quintana López. El Tribunal de Cuentas y la teoría estatutaria del Derecho administrativo

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	R. Entrena Cuesta. Contencioso-administrativo: Personal


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA 
	España
	I. Borrajo Iniesta. Apunte sobre la Universidad española y la disciplina del Derecho administrativo
	E. Malaret García. Una aproximación jurídica al sistema español de normalización de productos industriales
	L. A. Pómed Sánchez. Seminario sobre Derecho ambiental comparado en Alicante

	Extranjero
	L. Cortiñas-Peláez. Evaluación de la Administración Pública Federal Mexicana
	A. Ojeda Marín. La Comunidad Europea y el GATT en el moderno sistema de contratación pública


	DOCUMENTOS Y DICTÁMENES
	Traducción: A. Fanlo Loras. Carta-Circular del Primer Ministro francés, Mr. Rocard, a sus Ministros

	BIBLIOGRAFÍA


